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GRUPO: PROYECTO Y GESTION

Repensar el Estado y la gestión en un contexto postneoliberal


  

Aportes para la construcción de un relato
1. Introducción

Hace cinco años, la Argentina se asomaba a una de las crisis más profundas de su historia, que puso en duda su misma viabilidad como nación. No quedó dimensión de la sociedad y el Estado que no fuera puesta en cuestión, de manera que las legitimidades quedaron en algún sentido “suspendidas”. Los diagnósticos de salida no fueron menos radicales: desde buscar admitir la quiebra del Estado y obligar a un gerenciamiento externo sobre el mismo de parte de Organismos Multilaterales, hasta una protesta social que negaba el sistema institucional y de representación en general, apostando a una democracia directa generalizada, clara señal de la profunda ruptura del contrato entre representantes y representados que sostiene la democracia.

Sin embargo, la salida de esta crisis no alcanzó las dimensiones apocalípticas que distintos sectores plantearon: en poco más de un año se realizaron nuevas elecciones presidenciales y comenzó a recuperarse la economía y la autoridad política. Es decir, se comenzó a salir de la misma con una rapidez sorprendente para propios y extraños. Ahora bien, los planteos de la crisis no sólo se referían al sistema político sino que fundamentalmente alcanzaban al modelo económico neoliberal instalado en la Argentina desde el golpe de 1976. Del conjunto del modelo neoliberal sobresale el rol del Estado (“mínimo”) y el perfil que adquiere la gestión pública, desreguladora, privatista y que traslada responsabilidades sociales hacia las organizaciones de la sociedad civil. 

En lo que sigue, reflexionaremos acerca del camino que se ha trazado en el último lustro y las políticas que pueden ser tenidas en cuenta a partir de la nueva experiencia, así como sobre los avances realizados para una reconstrucción del Estado y de su concepción de gestión que, supere tanto la lógica neoliberal como la neoinstitucional. Se trata, luego de esta salida exitosa de lo más grave de la crisis, de elaborar masa crítica para la generación de un relato de mediano plazo, de una visión estratégica del proyecto nacional, en cuanto al modelo de desarrollo y la integración regional deseable, que necesariamente deberá ser plural y, por ende, provenir de diversos aportes y elaboraciones. En todo caso, se trata de dar lugar a un marco interpretativo que permita integrar los diversos temas y articular el rol de las PyME´s, el empleo de calidad y la integración regional, bajo una concepción del Estado y de la gestión asociados al neodesarrollismo y al neoestructuralismo pero que incorpore los problemas de diseño y arquitectura institucional y de calidad de gestión para el desarrollo productivo. 

En síntesis, el objetivo es realizar aportes, reflexiones y propuestas a nivel nacional al proyecto y a la gestión para un Plan Productivo a Mediano Plazo (PP), y vincular esto a nivel regional con el MERCOSUR productivo y social (MPyS); articulando, de este modo, el modelo de desarrollo nacional con el regional, a través de una variable estratégica como es el empleo de calidad y el rol de las PyME´s.

2. El riesgo de sustituir el concepto de Estado por el de buen gobierno.  

La distinción entre Estado, régimen y gobierno, es importante para la tradición política en América Latina y de la Unión Europea mientras que la concepción de goverment, o gobierno es propia de las tradiciones anglosajonas. Esta perspectiva no sólo le quita entidad a la idea de Estado, lo desperfila como proyecto colectivo, garante del bien común, sino que tiende a acentuar el aspecto garantista, introduciendo además una definición del gobierno como buena administración o administración transparente, precisamente en un momento en el que, luego de la experiencia de libre mercado, con su legado de desindustrialización, desempleo y concentración, la recuperación del Estado aparece como una necesidad percibida tanto por los gobiernos como por las sociedades para impulsar un desarrollo distinto, que sea integral, sustentable e inclusivo (García Delgado, D., Nosetto, L 2006). 

En este sentido, el neoinstitucionalismo y su concepción de buen gobierno corre el riesgo de reducir la relación Estado-Sociedad a una especie de contrato entre el gobierno y la ciudadanía respecto de la transparencia de la gestión, la publicidad de los actos de gobiernos y el acceso ciudadano a la información de la administración pública como los aspectos verdaderamente centrales. De esta forma, quedan asociados los conceptos de gobernanza, la idea de la transparencia, administración y la perspectiva del ciudadano mal tratado o poco informado, con el neoinstitucionalismo político de la lucha contra el clientelismo y la auditoria ciudadana (O‘Donnell,  G., 2004); y el económico de la reducción de los costos de transacción (D. North, 2002); pero dejando de lado los aportes de autores “productivistas” (Rodik, R., 2005) coincidentes con los “neodesarrollistas” (Plan Fénix, 2003) y “neoestructurales” (CEPAL, 2004) sobre la gestión pública y su relación con el desarrollo. En definitiva, el primero de los enfoques presenta una preocupación centrada más en el Estado de derecho, cercano al ciudadano y comprometido en resolver el problema del funcionamiento de las instituciones y la falta de un código ético en una sociedad plural, mientras que los segundos lo hacen sobre la dimensión de la justicia distributiva (inclusión, bienestar), la cohesión social,  la promoción de lo productivo y el proyecto colectivo. 

Tal vez, el límite del neoinstitucionalismo resida en el diagnóstico, en considerar que los problemas de las sociedades latinoamericanas son fundamentalmente sus instituciones y en aspectos internos, su falta de capacidades, de transparencia, operatividad y corrupción, más que de cómo impulsar un nuevo modelo de desarrollo integral, sustentable e inclusivo, para lo cual se requiere reconstruir el Estado y replantear la problemática del poder. Es decir, un diagnóstico que no contempla lo que han significado, en término de debilitamiento de las capacidades estatales y autonomía, las orientaciones macroeconómicas del modelo neoliberal y Consenso de Washington (ortodoxia y tipo de cambio apreciado con apertura indiscriminada, privatizaciones, flexibilización, trasnacionalización de las empresas) y la necesidad de establecer prioridades para la reconstrucción del Estado en términos de sus capacidades de regulación, reconstitución de seguros sociales, e impulso a la actividad productiva
, sin dejar de reconocer la importancia que tiene luchar contra el clientelismo y aumentar la transparencia de la política pública.

Como lo demuestra la experiencia reciente en los países de la región (Venezuela, Argentina y Brasil) y la de los países del sudeste asiático,, no fueron justamente las políticas de desestatización y de ‘libre mercado’ las más exitosas, sino aquellas heterodoxas, ‘productivistas’ y con mayor presencia del Estado en la regulación y elaboración de planes sectoriales.

En síntesis, el énfasis en el gobierno denota una perspectiva de gobernanza, vinculada a la sociedad del conocimiento, la mejor disposición de lo existente y no a la transformación social. En este sentido, buen gobierno es aquel que actúa previsible y racionalmente en la disposición de los recursos existentes en función de las exigencias de una economía de mercado normal y globalizado. La política (estatal), en este sentido, deviene mera administración (gubernamental) y la calidad de la gestión en transparencia e información en lugar de un proyecto transformador.

Puede oponerse a esta visión, una que contemple los avances realizados en cuanto a la recuperación pública de empresas privatizadas, a la incorporación de la agenda ambiental a la gubernamental, tal vez uno de los componentes del ‘buen gobierno’ o gestión pública debería ser el replanteo de la eticidad del Estado en aquellas materias en las que se ha ausentado. ¿Es de buen gobierno desmembrar las seguridades sociales en función del saneamiento y la racionalización fiscal? ¿Es de un buen gobierno desentenderse de la gestión de recursos naturales estratégicos y bienes públicos? ¿Es de un buen gobierno librar a oligopolios la fijación de precios de bienes salario? Esto nos lleva a dos preguntas centrales: primero, ¿cuál es el punto en que la desregulación deviene desgobierno? Y segundo ¿una ética pública involucra sólo al Estado o, más bien, a todos los actores que participan en la gestión de los bienes públicos?

3. La ausencia de una perspectiva regional 

El neoinstitucionalismo trata de generalizar una serie de pautas para el buen gobierno de los países de la región. Sistematiza y generaliza aunque, registra cierta ausencia de referencia histórica a los cambios más recientes producidos en la cuestión regional precisamente en los últimos cinco años, que implican desafíos significativos para su gestión pública. Avances particularmente significativos impulsados por los gobiernos de Argentina, Brasil Venezuela  y Bolivia. Entre ellos una mayor interdependencia y toma de distancia con el ALCA, de avance del Mercosur en los planes de integración en temas  energéticos –oleoducto y gasoducto-, complementación de procesos productivos, financieros -desdolarización de las transacciones, Bono del Sur-, modificación de asimetrías -fondos estructurales-, transferencia tecnológica y políticas regionales de empleo –GANemple-,  entre otras.  

En este sentido, pensar la reconstrucción del Estado implica, en simultáneo, profundizar la integración regional. Nos insertamos al mundo a través de la región, y ello no es una cuestión exclusivamente comercial y técnica sino fundamentalmente productiva, social y política.  Significa concebir la importancia del diseño e implementación de políticas públicas regionales y de nuevos marcos regulatorios comunes sobre inversiones y recursos naturales, capacidad de negociación, generación de cadenas productivas, impulso a las PyME´s y aumento de sus exportaciones, etc. Así, los nuevos gobiernos de América Latina se encuentran frente al enorme desafío que implica la construcción de un actor regional consistente, y un accionar político en pos de estrategias de inserción en el mundo, y que puedan colocar al empleo de calidad en el centro de un nuevo modelo de desarrollo integral e inclusivo. Eso requiere de la continuidad del impulso mutuo argentino-brasileño a la profundización del modelo productivo y social en el Mercosur y su extensión al resto de los países sudamericanos. Ello redundará en un beneficio en cuanto a la adquisición de mayor poder político internacional, y también en una visión multipolar y más  humana de la actual globalización.
Los países de menor desarrollo relativo en el nuevo contexto postneoliberal parecen estar ante una oportunidad histórica de generar orientaciones de desarrollo más sustentables, productivas y equitativas, rechazando la implementación de fórmulas que, aparentando una cierta universalidad, en realidad introducen dobles estándares que poco tienen que ver con intereses concretos de estos pueblos. De hecho, ya lo están haciendo en foros como la OMC a través del G-20, en el cuestionamiento a la falta de reciprocidad en las aperturas y al neoproteccionismo, a la falta de cumplimiento de los acuerdos ambientales (Protocolo de Kyoto); en el aumento del comercio sur-sur; en políticas de desendeudamiento con los Organismos Multilaterales y en la búsqueda de financiamiento de largo plazo regional; así como en los cuestionamientos a las instituciones financieras internacionales como el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial.  

Por último, la dimensión ética en la construcción de la región no sólo implica mejorar las asimetrías entre países grandes y chicos a través de Fondos estructurales, sino incorporar polos tecnológicos que permitan generar cadenas de valor y homogenizar productivamente regiones que hoy son zonas de concentración y expulsión de mano de obra. Significa la utilización y protección de recursos naturales y bienes públicos (gas, petróleo, agua, bosques, hoy estratégicos); de recursos que si son apropiados por las empresas transnacionales (ET) se convierten en riquezas que empobrece a los pueblos; y que si no se distribuyen sirven a las elites para reproducirse en el poder más que usar ese poder para transformar la realidad. 

En definitiva, la acción política y el buen gobierno no pueden estar excluidos de la lucha contra la homogeneización cultural del postmodernismo, de un individualismo que cuestiona el sentido identitario y de pertenencia de los ciudadanos. Este proceso opera además sobre sociedades muy fragmentadas. En ese sentido, el Estado debe apelar a una cultura de creatividad, flexibilidad y apertura para un nuevo modelo alternativo a la globalización dominante, y en el cual es importante la dimensión simbólica e identitaria que adquiere la apropiación de una subjetividad política que incorpore un nuevo concepto de ciudadanía amplia y de desarrollo integral, sustentable e inclusivo.

4. El Estado como buena administración y como proyecto colectivo 

Luego de la hegemonía del pensamiento único, de la desarticulación del Estado, de su cesión de competencias al mercado, de transferencia de responsabilidades sociales a la sociedad civil y a los gobiernos provinciales y locales sin los recursos necesarios, es imprescindible una etapa de reconstrucción del Estado y la mejora de su gestión. A diferencia de la orientación de las reformas del Estado de segunda generación, de modernización y transparencia, el Estado requiere de una gestión transparente, auditable (una buena administración) como también debe considerárselo como centro de articulaciones sociales e impulsor de un proyecto colectivo (garante del bien común). 
Si bien es importante la gestión pública en términos de información, transparencia y auditoria, modernización tecnológica y control de las clase política en su búsqueda auto-reproductiva, ello  no da cuenta suficiente de la realidad de gobiernos que tienen que hacer frente a sociedades donde la mayoría de la población esta en situación de pobreza, donde las demandas sociales en infraestructura, saneamiento, ambientales, seguridad y vivienda son apremiantes, los índices de empleo no registrados son altísimos y el contraste entre los bolsones de concentración de la riqueza e indigencia en los grandes conglomerados urbanos son flagrantes. La superación de estas fracturas sociales y la pérdida de capacidad regulatoria del Estado requieren de instituciones y, sobre todo, de un proyecto colectivo con amplio consenso. En ese sentido, el Estado no puede pensarse sólo como buena administración, sino que puede definirse como eje de articulaciones sociales y proyecto colectivo. 

De este modo, el enfoque centrado en el ciudadano y la transparencia resulta insuficiente en tanto que el desafío que se plantea para el desarrollo integral, sustentable e inclusivo de estas sociedades es mayor; porque el proceso de reconstrucción del Estado implica revertir las situaciones de concentración, de exclusión, desindustrialización y desempleo. Por eso hablamos de un enfoque centrado en la transformación, donde la ciudadanía es importante, pero no tanto en un rol controlador o auditor de la transparencia, sino como actor de un proceso de cambio, que puede incidir en las dimensiones sociales y sustentables del nuevo modelo de desarrollo, en la política pública e incrementar el protagonismo social de las organizaciones de la sociedad civil. Donde el Estado es interpelado y cuestionado pero, a la vez, necesita de los movimientos sociales -de desempleados, ambientalistas, trabajadores, de género, consumidores, vecinales, de ONG´s, PyME´s, -  para modificar la realidad,  y para que el proceso transformador tenga una base social que lo sustente. 

5- Hacia una nueva perspectiva de la gestión del Estado

Después de tres décadas de ataque al Estado por parte de numerosos instituciones académicas, organismos internacionales, elites políticas y medios, parece haber en los últimos cinco años, un nuevo marco de autoridad política y de gestión que recupera la acción estatal como promotora del desarrollo, identidad, orientación. Y este retorno o vuelta a la agenda pública del Estado es bienvenida ya que comienza a dar cuenta de la situación de desigualdad, exclusión y pobreza de importantes sectores de la población. Como se señala “La acción estatal resulta decisiva para orientar las decisiones del sector privado y contribuir al desarrollo tecnológico y su difusión. Así como se requiere desarrollar la capacidad innovadora del sector privado, es necesario también dotar al Estado de recursos humanos y materiales de calidad. Sólo una estructura adecuada de funcionarios capacitados y motivados permitirá legitimar las tareas técnicas necesarias para adoptar y llevar a cabo las decisiones cruciales que se tomen en este ámbito. No hay experiencia exitosa de desarrollo en el mundo donde el Estado no hay tenido un papel de relevancia y donde este no haya sido reconstituido para llevar a cabo dicha misión.” (Fénix, 2006: 15).

También se esta creando una “conciencia” de la necesidad de recuperar el rol estratégico y político del Estado tanto en ámbitos públicos como de la sociedad civil. Esto se expresa en las iniciativas de los ministerios nacionales (Consejo Consultivo Nacional, Plan Estratégico Territorial 2016 -Subsecretaría de Planificación Territorial de la Inversión pública-, Plan Estratégico Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación Bicentenario 2006-2010, entre otros) diversos planes de reinstitucionalización del mercado de trabajo y de la previsión social del Ministerio de Trabajo, y en la redefinición del rol de las agencias y secretarías gubernamentales como por ejemplo el INTA, el INTI, la SePyME y las Universidades. 

Pero en algún sentido, hacia fines del 2006 el nuevo modelo productivo con sus éxitos en términos de crecimiento del producto, generación de empleo, nivel de reservas, superávit mellizo, y perspectivas de crecimiento alto para el 2007 (7%) también ha opacado otros problemas, respecto de la integración regional, como de índole institucional y de gestión pública, como de índole productivo y de vinculación con la sociedad civil. Y estos temas necesitan ser replanteados para alcanzar el objetivo de reconstrucción del Estado y para lograr un modelo de desarrollo integral y sustentable.   
En cuanto a la dimensión institucional: 

i) Profundizar el pasaje del Mercosur comercial al productivo social. Porque si bien hay avances en la integración y en las políticas públicas (energéticas, financieras, productivas, de empleo), también se observan limitaciones en la institucionalidad del bloque: tanto respecto de la breve extensión de la presidencia pro-tempore, como de una baja incidencia de la sociedad civil en la toma de decisiones de la región. Se requiere una estrategia del bloque que tome como aliado estratégico a las PyME´s y a la generación de empleo de calidad, y otorgue un rol mayor a las provincias y a las regiones subnacionales en el proceso de integración. 

ii) Apuntar a una mayor articulación de las políticas públicas. Es necesario superar el sectorialismo de la intervención estatal y generar una nueva cultura institucional teniendo en cuenta la importancia de los niveles locales, provinciales e interprovinciales para el desarrollo territorial y la implementación de políticas públicas. Para dar respuesta a las necesidades de ciudadanía, se requiere lograr una mayor agilidad y dinamismo ejecutor: los distintos ministerios deben bajar juntos al territorio y esto es también una problemática de soberanía interjuridiccional –de quién tiene la posibilidad o el poder para articular-. En ese sentido, el rol del Ejecutivo sigue siendo clave. 

iii) Considerar una nueva arquitectura institucional para el desarrollo productivo.  Surge la necesidad de contar con el diseño de un marco institucional que defina el modelo productivo de mediano plazo y permita, establecer y planificar los instrumentos de promoción de las cadenas productivas, definir perfiles interprovinciales de especialización y consensuar salidas exportadoras conjuntas. En relación a esto, para la mejora de la gestión tal vez convenga interrogarse también sobre ¿cuál es el sujeto territorial para la constitución de las cadenas de valor, los cluster y los entornos productivos innovadores? ¿Cuál es nivel territorial que reúne suficiente masa crítica: el ¿desarrollo local-municipal?, ¿el microrregional (intermunicipal), el provincial?, o el federal-regional? Si es este último, por escala, poder, identidad y posibilidades se requiere una nueva institucionalidad para el desarrollo que permita multiplicar y hacer sustentables a las PyME´s. En ese sentido, ¿es suficiente la institución pública ministerial de promoción y crédito actual, para promover un proceso de reindustrialización más amplio y profundo? ¿No se necesitan aprendizajes comparados de las agencias independientes como el SEBRAE (Servicio Brasileño de Apoyo a la Micro y Pequeña Empresa) en Brasil, o CORFO en Chile que la SEPYME en Argentina? 

En todo caso, un proceso de reindustrialización y de reconstrucción del tejido social requiere de instituciones con más impacto, presupuesto, dinámicas que lleguen a todas las PyME´s, MiPyME´s y empresas de economía social y no sólo a las empresas que siempre terminan beneficiándose de estas promociones por contar con asimetrías informativas a su favor. Se necesitan instrumentos de promoción de inversiones, locales y externas, más eficaces que permitan que los recursos del Estado puedan ser orientados de manera más eficiente y según las necesidades estratégicas del país. Esto implica pensar en políticas nacionales de apoyo a las regiones: una nueva institucionalidad del crédito -bancos regionales especializados en PyME´s- que no se limite a la creación de fondos fiduciarios ni tampoco que tienda a concentrar el crédito en el consumo y en las grandes empresas en desmedro de la inversión real de las pequeñas y medianas empresas. 

La reconstrucción nacional también demanda incorporar en la agenda la conformación de regiones en un marco regional-federal para el desarrollo más armónico de los territorios y superar la brecha espacial. Se trata de considerar un nuevo diseño institucional que de sentido y potencie los esfuerzos valiosos pero con ciertos limitaciones que tienen las actuales intervenciones públicas, a nivel local/microregional e interprovincial. Porque lo territorial constituye una geografía variable y el desarrollo territorial debe pensarse también como más allá de las fronteras, como estrategia nacional-regional de complementación productiva, integración de ciudades y provincias y regiones. De lo que se trata, entonces, es de ¿cómo trabajar frente a los grandes actores privados, a los problemas de concentración, fragmentación espacial, despoblamiento, falta de sustentabilidad ambiental y captura de rentas por el sector financiero o trasnacional concentrado? ¿Qué instrumentos promocionales y legislación,  pueden estimular este apoyo a las PyME´s y al valor agregado y diferenciado de nuestras producciones? ¿Cómo integrarse en la región supranacional, sin tener regiones internas más sustentables para el entramado PyME´s, el empleo de calidad y competitividad sistémica? ¿Cómo generar mayor competitividad y calidad productiva integral de las PyME´s y modelo de desarrollo? 

En cuanto a la dimensión productiva:

i) Producción y distribución: de las rentas extractivas a la inversión reproductiva. Hasta ahora las reformas impositivas han tenido como principal motivación aumentar la recaudación y evitar la evasión y elusión impositiva. Ha sido sin duda una política exitosa, pero es hora de pensar una reforma de carácter progresivo, tanto en ganancias como en imposición a la renta financiera, y que genere, asimismo, un sistema de incentivos y sanciones para orientar la acumulación. En tal sentido, constituye un problema a resolver cómo se distribuyen las rentas extraordinarias que no se liquidan en su totalidad en el país y que se producen tanto en la minería (exportación sin valor agregado, regalías a rentas generales y reproducción del poder político, salarios miserables, problemas ambientales erosión de suelos)
; como en lo energético; como en la producción sojera  (que expulsa población a los grandes conurbanos, elimina la agricultura familiar, concentra la inversión en inmuebles de alta renta especulativo y derraman solo muy poco en el territorio), por citar sólo los casos extremos del modelo económico. No es un problema de ambientalismo romántico, sino de pensar en un modelo sustentable a mediano y largo plazo. 
ii) Como integrar al sector informal en el nuevo modelo de desarrollo. Hay avances notables en la disminución de la tasa de desempleo que hacia fines de este año puede llegar a un dígito. No obstante, un problema que subsiste o no parece estar suficientemente abordado desde la macroeconomía todavía es el de la informalidad, considerándose tal vez, que la informalidad será eliminada por el crecimiento del producto y por la mayor registración, o por las políticas de contención y asistenciales de otros ministerios. Así, por un lado, el Estado promueve la economía social, pero por otro la impide, obstaculiza con controles legales, bromatológicos, fiscales, o falta de crédito. Es decir, que todavía no hay todavía un planteo más integrado de política pública que posibilite la forma en que la economía social se integre a la formal en sus diversas manifestaciones. Así, los Ministerios de Desarrollo Social –a través del Plan Manos a la Obra con microemprendimientos solidarios- y el Ministerio de Trabajo –trabajando con empresas recuperadas- y el Ministerio de Economía –con líneas de créditos más flexibles pero de baja escala a través del Banco Nación y la SePyME- no logrado todavía superar el vacío que se advierte en las políticas públicas de carecer de un plan estratégico de tratamiento integrado para contribuir a revertir la informalidad del sector productivo. 

Por otra parte, esto implica problematizar también como estratégico el empleo y la calidad de empleo en las PyME´s, el trabajo decente y la competitividad sistémica. Se requiere la mejora de la gestión, el aumento de la productividad y la calidad de las PyME´s en el marco de la trama productiva a fin de incidir en el trabajo decente en toda la cadena de valor. Asimismo integrar las MiPyME´s y la formación profesional, para la potenciación de actores sociales que sustenten el modelo productivo. 

v) Incorporar nuevos derechos post-sociales y objetivar el futuro: A partir de la brecha que se produce entre acreditaciones de escuela pública y demandas de las empresas, se trata de replantear cómo asegurar el derecho a una capacitación que asegure la empleabilidad y la inserción en el mercado formal de los jóvenes y no una alta rotación, precarización y círculo de la pobreza e informalidad. El empleo de calidad, debe estar asociado en la sociedad del conocimiento, no sólo a lo seguros sobre salud y a la previsión social, sino también a la capacitación, a la formación. La cohesión social esta íntimamente relacionada con la educación, que es un instrumento esencial del bienestar, la inclusión de todos los ciudadanos y el desarrollo.

Asimismo, esta preocupación por los jóvenes y los niños, presupone políticas de ingresos y distributivas que permitan objetivar el futuro de mediano y largo plazo para ciertos sectores vulnerables de la sociedad. Lo cierto es que si bien hay múltiples programas y secretarías que atienden esto, la preocupación por la situación de la niñez y la juventud no esta todavía suficientemente incorporada. Dicho de otro modo, podría decirse que no resolver hoy la pobreza en los menores y los problemas de inserción laboral de los jóvenes, así como los problemas de escala e impacto de algunos programas, trasladan a futuro la vulnerabilidad presente por la vía de un deterioro de la productividad futura del trabajo. De esta manera, la pobreza de hoy garantiza mayor pobreza mañana.

vi) Promover una mayor vinculación entre la sociedad productiva y la del conocimiento.  Para ello es necesario señalar  áreas prioritarias en políticas públicas y la producción e innovación los agentes y sectores estratégicos que se promocionarán. Se requiere aumentar el presupuesto en Investigación y Desarrollo que hoy está muy por debajo de otros países de América Latina. Asimismo, realizar una vinculación de la reforma educativa propuesta a un modelo de desarrollo de mediano plazo para no tratar a la educación como un subsistema aislado y autónomo. Todavía se observa a las universidades, al Estado y al sector privados como ámbitos que se desconocen, sin vinculación ni retroalimentación. Por ello, se requiere modificar el hiato entre conocimiento y gestión  no sólo del Ejecutivo, sino también con el Legislativo, y la conformación de leyes, que contribuya tanto a superar la fragmentación y a mejorar la masa crítica para una más eficiente implementación de las políticas públicas, como también alentar al sector privado para introducir mejoras en lo productivo mediante la incorporación de tecnología, diseño, innovación y creatividad.   
Estos aspectos problematizan la significación del rol del conocimiento en la sociedad de la información, la educación y la cultura para el desarrollo productivo de las nuevas industrias (software, industrias culturales, biotecnología, farmacéutica, agroquímicos, ramas textiles y diseño, turismo, etc.). Sobre todo destacar el carácter comunicacional, estructurador de valores en la construcción de una subjetividad común de carácter regional. 

Por último, en la articulación con la sociedad civil:

i) Estado y articulación público-privado, ¿cómo mejorar el nivel de concertación de la sociedad dentro de una común visión estratégica de una sociedad para todos? Se trata de incorporar a las organizaciones sociales como activos partícipes en el debate sobre el desarrollo y la construcción de un proyecto colectivo. Es decir, no reducir la ciudadanía sólo a la esfera del control, en términos individuales y de auditoria, sino acentuar la articulación y un protagonismo social que permita contener el avance de otros actores en la formación y ejecución de las políticas públicas, sobre todo de aquellos sectores de poder más concentrado. Al mismo tiempo, un mayor involucramiento de los movimientos sociales y las organizaciones de la sociedad civil en la aplicación de políticas sociales significa pensar toda una serie de “nuevas” relaciones de poder. El desafío central está en definir actores estratégicos y configurar un bloque social de apoyo al modelo productivo-distributivo que permita reindustrializar y resistir a los avances de sectores que pujan por una reducción de la intervención del Estado en la definición del modelo de desarrollo y un mayor alineamiento en la política internacional. En este sentido, el momento económico excepcional que vive la Argentina –por las condiciones internacionales y la palanca del tipo de cambio alto- puede ser aprovechado para revertir situaciones de atraso y desindustrialización y tomar en cuenta que la economía se esta concentrado y hay también evidencias de mayor extranjerización.

6. Estado y proyecto esperanzador

Es necesario señalar que procesos de transformación como los que están operando en nuestros países surgen de un nuevo contexto, posneoliberal, pero requieren de una motivación especial para llevarse a cabo, tanto en el plano individual como en lo colectivo, de cierta sinergia y promoción del entusiasmo. Por un lado, se requiere de la necesidad de una formación para el cambio cultural institucional en la gestión pública, por otro, de reconocer la existencia de una nueva subjetividad en la relación Estado-Sociedad. Porque el Estado no sólo integra la racionalidad de acuerdo a medios sino también de acuerdo a valores. Sobre todo, porque si bien en este quinquenio se han mejorado las expectativas, luego del experimento de la sociedad del mercado, el individualismo competitivo ha originado fragmentación y exclusión y una subjetividad vulnerada,  y en este sentido, se trata de hacer posible un futuro mejor para el conjunto, sobre todo para aquellos sectores que no se perciben en él o se ven peor (por pérdida de autoestima, de dignidad y desánimo) haciendo de ese futuro un camino de inclusión posible. 

Se trata luego de este quinquenio de salida de la crisis, de profundizar el nuevo modelo productivo, en una segunda etapa mediante un proyecto esperanzador, que vaya más allá de la crítica al modelo de los ‘90, lo cual requiere de marcos conceptuales y de masa crítica propia tanto para el debate, como para permitir redefinir objetivos y políticas en la agenda estatal para una nueva etapa. En ese sentido, para la cohesión social es fundamental la creación de un pensamiento activo y crítico. Promover activamente una calidad de vida mejor más allá del acceso individual, ésta no puede definirse solo a partir de las preferencias individuales y de acceso, se requiere una perspectiva de calidad de vida pública y resguardo de bienes colectivos, dado que una sociedad desigual, de incertidumbre y marginación tiende a reproducir la reclusión, la cultura de la urgencia, la violencia y la insolidaridad (Giraud, C., 2005). 

En ese sentido, el nuevo modelo de desarrollo genera una situación de oportunidad, pero también muestra tensiones entre distintas estrategias objetivos e intereses. Así la idea de apuntar hacia el 2010 en la construcción de una sociedad distinta, una ‘sociedad para todos’, no supone el desconocimiento del conflicto, ni una igualdad uniformada, sino aspirar a una sociedad donde las condiciones de dignidad de las personas sean respetadas, donde mejore la calidad de vida -no sólo en su acepción privada, de confort y seguridad- sino como una calidad pública y proyecto colectivo. 

De allí que podamos contrastar dos visiones y proyectos para el mediano plazo, en que si bien ambos coinciden con la importancia de lograr una mayor sustentabilidad económica y política, el  -proyecto concentrador reproductor- acentúa la condición de país previsible exteriormente y sus problemas de reglas,  de falta de seguridad jurídica para la inversión y que busca reproducir la estructuras de concentración previas;  mientras que el segundo -el proyecto transformador- apunta a la profundización del modelo productivo en su dimensión distributiva e integral.

	a) Proyecto concentrador/reproductor 

-sociedad para pocos-


	b) Proyecto transformador 

-sociedad para todos-

	1. Enfoque neoinstitucional, neoliberal.

crecimiento-concentrador

2. Sustentabilidad fiscal y política.

3. Rol del Estado, alentar clima de inversión, seguridad jurídica, reglas de juego para la IED, modernización y gestión pública como racionalidad instrumental.

4. Agenda de seguridad, transparencia de la gestión. Promoción de la IED, empresas extractivas y desarticulación de tramas productivas.

5. Alentar el presentismo, vivir al día, el temor, ausencia de futuro para amplios sectores.

6. Valores: transparencia, lucha contra la corrupción, solidaridad como contención y asistencia.

-Máxima rentabilidad

-Calidad de vida privada

-Eficiencia-productividad

-Competitividad a la baja 

-Crecimiento del producto y fragmentación territorial

-Empleo como mercancía y costo 

-Reducción del espacio público y del rol del Estado, alentar pasividad de la sociedad civil

7. Orientación al MERCOSUR comercial, modelo Chile y a la unipolaridad.


	1- Enfoque neodesarrollista, neoestructural. Productivo-distributivo. 

2- Sustentabilidad económica, política social y ambiental de mediano plazo.

3- Rol del Estado: alentar un plan productivo que favorezca la competitividad con cohesión social, el empleo de calidad y el resguardo de bienes públicos. 

4-Agenda de desarrollo integral, inclusivo, sustentable. Calidad de gestión para tejidos productivos PyME´s y distribución del ingreso.

5.Proyecto esperanzador, objetivar  el porvenir

para sectores vulnerables.

6-Valores: Solidaridad como inclusión, reducir las brechas sociales, y generar tejido productivo pro PyME´s.

- Rentabilidad necesaria con sustentabilidad

-Calidad de vida pública

-Calidad productiva integral

-Competitividad a la alta 

-Desarrollo territorial integral 

-Empleo de calidad y dignidad de las personas

-Ampliar el espacio público y el protagonismo de la sociedad civil en la construcción del modelo productivo

7- Orientación a profundizar un Mercosur Productivo y Social y a la  multipolaridad 




En suma, la búsqueda de un  proyecto transformador  y esperanzador, de un modelo nacional y regional de desarrollo sustentable de mediano plazo -de un relato en definitiva- es un necesario impulso y estímulo para repensar el Estado y la mejora de la calidad de la gestión en un nuevo contexto posneoliberal. Y sobre todo, para distinguir entre distintas estrategias posibles, particularmente entre aquellas que apuestan a la reproducción de las condiciones del modelo previo, introduciendo algunas modificaciones pero que continúan percibiendo al Estado como perspectiva jurídica, administración y flujos de información transparentes, de otras que apuestan a aprovechar la oportunidad, a la transformación, y le reconocen al Estado la necesidad de encarar el bien común, de impulsar un modelo de desarrollo sustentable y promover una sociedad con más inclusión.
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� Documento base elaborado a partir de los aportes realizados por el Área Estado y Políticas Públicas de FLACSO que dirige Daniel García Delgado.


� De acuerdo al Plan Fénix, en estas tres últimas décadas, la  densidad nacional se ha visto debilitada por la fragmentación social, la mala calidad de los liderazgos sociales, la inestabilidad institucional, la subordinación  al pensamiento dependiente y, en definitiva, las políticas que interrumpieron procesos de acumulación esenciales para el desarrollo económico y social. Se requiere ahora superar la marcada brecha entre esa densidad nacional y nuestra identidad, que ha de fundarse sobre los cimientos de la riqueza de la cultura argentina  propia de nuestra trayectoria histórica (Plan Fénix, 2006, pág. 6)


� Tal vez el ejemplo mejor del neoinstitucionalismo sea el de Chile. El país de la región que logró una administración más eficiente, transparente y profesional. No obstante, los problemas de distribución regresiva del ingreso y de inclusión en esa sociedad son muy agudos. Asimismo, el elitismo de su sistema político, y su inserción internacional en el TLC, y con aperturismo extremo la hacen menos atractiva para los países que han optado por una integración regional con más simetría y autonomía en el Mercosur ampliado.


� Como se señala en el documento del Plan Productivo a Mediano Plazo (PP) “la cantidad y proliferación de instrumentos esta en relación inversa a la calidad y eficiencia de su implementación debido a la falta de coordinación y de una estrategia rectora e integral”. Diario Clarín, “Como es el plan económico que elabora el gobierno”, suplemento económico, 26-11-2006.


� En 2001 se realizaron inversiones en minería por u$s 142 millones, esa cifra trepó a u$s 1400 millones este año y se estima que s superan los 5.000 millones en los próximos tres años.  Las de cobre superaron en los primeros nueve meses de 2006 a las de carne vacuna (u$s 1311 millones entre enero y septiembre de 2006). Asimismo, se le ha dado estabilidad por 30 años en materia tributaria, arancelaria y cambiaria, en suma un sistema jurídico muy concesivo para las empresas que fue respetada por todos los gobiernos  desde los ’90 y a salvo de los cambios de las reglas de juego protagonizados por el Estado industrialización posterior. Por otra parte, se debería fortalecer la minería en pequeña escala, ampliando su impacto en el desarrollo de tramas productivas locales y regionales. 


� Ver sobre niñez, la propuesta de la CTA sobre ingreso ciudadano a la niñez.


� Por ejemplo la venta de SanCor, Loma Negra, Pecón. La estructura productiva nacional sigue basada en bienes primarios y en un enorme déficit industrial, mientras se esta consolidando un franja de población de pobres y de indigentes del orden del 30% de la población.
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